Informacion Legislativa (*)

A cargo de Pedro de Elizalde y Aymerich

I. DERECHO CIVIL

1. Parte General

1. DERECHOS DE LA PERSONA. Regulacién de 1la hemodonacién
y de los Bancos de sangre.

Real Decreto 1.945/1985, de 9 de octubre (“B. 0. E.” del 24).

La donacién de sangre, que se regula con detalle por este Decreto
aparece como la forma ordinaria de obtencién de sangre con fines médi-
cos o clinicos. Se tratarid siempre de un acto voluntario y gratuito, sin
que en ninglin caso medie retribucién econdmica para el donante, ni exi-
gencia al receptor de precio alguno por la sangre donada. Excepcional-
mente el Ministerio de Sanidad y Consumo podri autorizar a determina-
dos Bancos de sangre para la obtencién de sangre mediante gratificacién
econdémica, en la medida que sea necesario.

Se regula, adema4s, el régimen de los Bancos de sangre y las sanciones
aplicables por infraccién de los requisitos establecidos para la obtencién,
donacién o circulacién de la sangre humana y sus derivados.

2. DERECHOS DE LA PERSONA. Proteccién respecto al tratamien-
to automatizado de datos de caracter personal.

Instrumento de 27 de enero de 1984, de ratificacién del Convenio de
28 de enero de 1981 (“B. O. E.” del 15 de noviembre).

El Convenio garantiza a las personas fisicas el respeto de sus dere-
chos y libertades fundamentales, concretameste su derecho a la vida
privada, con respecto al tratamiento automatizado de los datos de ca-
racter personal.

Objeto del Convenio es que los datos personales tratados informatica-
mente se obtengan leal y legitimamente, para fines determinados y lici-
tos, adecuados, no excesivos, exactos y conservados durante periodos li-
mitados.

(*) Se refiere a las disposiciones publicadas en el “B. O. E.” duran-
te el cuarto trimestre de 1985.
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Cualquier persona podri conocer la existencia y caracteristicas de los
ficheros de datos y obtener la confirmacién de los datos contenidos, asi
como lograr la rectificacién o borrado.

El presente Convenio, elaborado en el seno del Consejo de Europa,
entr6 en vigor para Espafia el 1 de enero de 1985 y responde al principio
proclamado por el art. 18, p. 4 de la Constitucién (la Ley limitara el
uso de la informética para garantizar el honor y la intimidad personal
y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos).

3. NOTARIADO. Especializacién en Derecho foral o especial.
Real Decreto 2.253/1985, de 22 de mayo (“B. O. E.” del 3 de diciembre).

Los Estatutos de Autonomia de Aragén, Cataluiia y Galicia y el Ame-
joramiento navarro, sefialan que la especializacién en Derecho foral sera
mérito preferente para el nombramiento de Notarios en los respectivos
territorios. El presente Real Decreto establece el procedimiento para
acreditar tal especializacién.

A este efecto, se celebraridn pruebas anuales en los Colegios Notaria-
les correspondientes para la evaluacién del conocimiento de los ordena-
mientos forales.

El examen consistird en un dictamen de reconocida dificultad sobre
materia foral y su superacién supondra un incremento de la antigiiedad
a efectos de los concursos para Notarias de la respectiva Comunidad.

El Decreto detalla la composicion del Tribunal que calificara estas
pruebas.

4, COMUNIDADES EUROPEAS. Bases de delegacién para Ia apli-
cacién de su Derecho.

Ley 47/1985, de 27 de diciembre (“B. 0. E.” del 30).

Esta Ley realiza una especial delegacién al Gobierno para que adecte
el Derecho espafiol al comunitario. Se regulan los siguientes aspectos:

1) Alcance de la delegacién. Se determina de dos formas:

— Se extiende a las materias reguladas por las leyes incluidas en el
anexo, para adecuarlas al ordenamiento comunitario, y

— A las materias reguladas por normas comunitarias vigentes el 6
de noviembre de 1985, que exijan una regulacién legal de la que carecen.

2) Bases de la delegacién. Cumpliran esta misién las directivas y de-
mAis normas comunitarias cuya aplicacién exija normas legales.
El plazo de ejercicio es de seis meses.

3) Control. Ademas de la preceptiva intervencién del Consejo de
Estado, se prevé la actuacién especial de una Comisién parlamentaria
mixta,

En el anexo al texto legal se determinan las normas legales a modi-
ficar y las normas comunitarias que deberan respetarse.
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Las materias afectadas son variadas: agricultura, montes, caza, de-
fensa de los consumidores, circulacién de vehiculos, instituciones de in-
versién colectiva, entidades financieras, inversiones extranjeras, bancos,
seguros, minas, hidrocarburos, aduanas, transportes, practicas restricti-
vas de la competencia, contratos del Estado.

Como expresa el Preambulo de la Ley, la utilizacién de este proce-
dimiento mnormativo para la incorporaciéon del Derecho Europeo no es
una novedad, pues lo aplicaron en su dia el Reino Unido, Irlanda, Dina-
marca y Grecia.

2. Derecho de obligaciones

5. NOTARIADO. Supresién de la exigencia de legalizacidn,
Ley 43/1985, de 19 de diciembre (“B. O. E.” del 21).

Con el fin de simplificar trimites administrativos, el Real Decreto
510/1985, de 6 de marzo, ya suprimié el requisito de la legalizacién de
la firma en las escrituras autorizadas por agentes diplométicos o consu-
lares cuando actian en funciones notariales. La presente Ley aplica el
mismo régimen a los notarios, derogando el art. 30 de la antigua Ley del
Notariado.

En consecuencia, los instrumentos publicos autorizados por Notario
hacen fe en todo el territorio mnacional, sin necesidad de legalizacién.

6. CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. Se regula la incidencia del
I.V.A. en sus precios.

Real Decreto 2.444/1985, de 27 de diciembre (“B. 0. E.” del 31).

Para los contratos pendientes de ejecucién el dia 31 de diciembre de
1985, se dispone el incremento del precio a satisfacer al contratista, con
la inclusién del I.V.A. correspondiente a la operacién gravada y deducien-
do del precio de adjudicacién el Impuesto sobre el Trafico de Empresas
¥y su recargo.

3. Derechos reales

7. CANARIAS. Medidas urbanisticas urgentes.

Ley del Parlamento Canario de 29 de julio de 1985 (“B. 0. E.” del
18 de octubre).

Mediante esta Ley se sujetan a licencia urbanistica determinadas ac-
tuaciones, ademss de las previstas en el art. 178 de la Ley del Suelo
de 9 de abril de 1976, como las segregaciones y divisiones de fincas ris-
ticas y los actos de edificacién en zonas de servicio de puertos, aero-
puertos y estaciones de autobuses.

También se dispone la suspensién cautelar de los actos de uso del
suelo y edificacién en caso de iniciacién de expediente con arreglo a la
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Ley de espacios naturales protegidos o cuando se decrete expresamente
ror el Gobierno de Canarias.

8. GALICIA. Adaptacién de la Ley del Suelo.

Ley del Parlamento gallego 11/1985, de 22 de agosto (“B. O. E.” de
26 de octubre).

La Ley aproxima a las caracteristicas de urbanizacién de Galicia y a
la organizacién de su Comunidad Auténoma los preceptos de la Ley del
Suelo. Las alteraciones afectan pricticamente a la totalidad de ésta, ex-
tendiéndose a las modalidades y régimen del planeamiento, las normas de
aplicacién directa, el régimen urbanistico del suelo y el régimen de li-
cencias.

9. GALICIA. Régimen de la concentracion parcelaria.

Ley del Parlamento Gallego 10/1985, de 14 de agosto (“B. 0. E.”
del 16 de noviembre).

La concentracién parcelaria se regula como un procedimiento admi-
nistrativo destinado a eliminar el fraccionamiento de la propiedad rasti-
ca mediante la agrupacién de las parcelas y, en general, la reorganizacién
de las propiedades.

La Ley determina los érganos competentes y los triamites del proce-
dimiento. Realizada la concentracién, queda limitada la posibilidad de
dividir las fincas en forma distinta a las previstas en la Ley o cuando dé
lugar a parcelas inferiores a la unidad minima de cultivo.

Durante el procedimiento, no cabrai ejercitar, respecto a fincas inelui-
das, derechos de adquisicién preferente concedidos por la Ley para evitar
enclaves o la dispersion de las fincas.

Se reconoce la aplicacién preferente del Derecho estatal en materia
Civil no foral, Procesal, Hipotecaria, Notarial y Registral. La Ley de
Reforma y Desarrollo Agraric de 13 de enero de 1973 se aplicard su-
pletoriamente.

10. CASTILLA - LA MANCHA. Régimen del patrimonio de la Co-
munidad.

Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha de 13 de noviembre de
1985 (“B. 0. E.” del 18 de diciembre).

Siguiendo el precedente de otras Comunidades Autdénomas, la de Cas-
tilla - La Mancha establece el régimen de sus bienes y derechos.

La Ley clasifica los bienes de la Comunidad, distinguiendo los de
dominio ptiblico y los patrimoniales. Respecto de los primeros se regulan
especialmente los actos de afectacién y mutacién de destino y su régimen
de utilizacion.

En relacién con los bienes patrimoniales se trasladan los criterios
fundamentales plasmados en la Ley del Patrimonio del Estado. La acep-
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tacion de herencias por la Comunidad se entenderd hecha a beneficio
de inventario, siendo menester Decreto del Consejo de Gobierno.

;

4, Derecho de familia

11. MATRIMONIO CIVIL. Lugar de celebracién.

Instruccién de la Direccién General de los Registros y el Notariado
de 28 de noviembre de 1985 (“B. O. E.” del 4 de diciembre).

Con el fin de que se reinan siempre las condiciones adecuadas a la
solemnidad del acto, se prevé la celebracién del matrimonio en los loca-
les del Ayuntamiento habilitados especialmente a estos efectos, tanto
cuando el mismo se autorice por el Alcalde como cuando lo haga el Juez
encargado del Registro Civil.

5. Derecho de sucesiones

12, TESTAMENTOS. Ratificacién del Convenio sobre establecimiento
de un sistema de inscripcién de testamentos.

Instrumento de 8 de junio de 1985 (“B. O. E.” del 5 de octubre).

El Convenio de Basilea, de 16 de mayo de 1972, que ahora se ratifi-
ca, establece la obligacion de los Estados contratantes de establecer un
sistema de inscripcién de testamentos, con el fin de facilitar su conoci-
miento. Se consideran sujetos a inscripeién los testamentos autorizados
por persona habilitada segin Ja Ley de cada Estado, los depositados en
poder de las mismas y los testamentos olégrafos entregados a personas
habilitadas, aunque sin la extensién de acta oficial de depésito. También
se inscribirdn las revocaciones, modificaciones o retirada de los testa-
mentos inscritos.

El testador podra solicitar expresamente la inscripcién del testamen-
to en los Estados contratantes distintos al del lugar de otorgamiento.

En Espaifia, ¢l Registro General de Actos de Ultima Voluntad, del
Ministerio de Justicia, cumple las funciones de inscripcién reguladas en
el presente Convenio.

II. DERECHO REGISTRAL

13. ARRENDAMIENTOS RUSTICOS. Organizacién de su Registro
especial.

Real Decreto 2.235/1985, de 9 de octubre (“B. O. E.” del 29 de no-
viembre).

Se crea el Registro especial, previsto en la Ley 83/1980, de 31 de
diciembre (art. 24), que se llevara en cada Comunidad Autbénoma, reco-
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giéndose los contratos de arrendamiento de fincas rusticas que radiquen
en su territorio.

En el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentacién se llevard un
Archivo Central.

La inscripcién seri voluntaria, aunque la Administracién podri exi-
girla como requisito para la concesién de ayudas.

El Registro se organiza mediante el archivo de ejemplares de los con-
tratos y control con libros auxiliares. El libro de registro de contratos
expresarid los elementos del contrato inscrito, asi como sus modifica-
ciones.

El Registro sera pidblico y gratuito, correspondiendo desarrollar su
régimen y organizacién a las Comunidades Auténomas.

III. DERECHO MERCANTIL

14. SOCIEDADES DE SEGUROS. Procedimiento especial de liqui-
dacién intervenida.

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 24 de septiembre
de 1985 (“B. O. E.” del 1 de octubre).

Se regula un procedimiento de liquidacién utilizable cuando las enti-
dades en situacién de liquidacién intervenida lo soliciten de la Direccién
General de Seguros y siempre que no se dé insolvencia patrimonial.

Elemento basico del procedimiento es el plan de liquidacién, que los
liquidadores deberin presentar a la citada Direccién General, en el que
se especifiquen los gastos corrientes y los extraordinarios a efectuar.

Este procedimiento se inserta en el régimen general establecido para
estas entidades por el Reglamento de Ordenacién del Seguro Privado
(aprobado por el Real Decreto 1.348/1985, de 1 de agosto, véase su re-
sefia en este “Anuario”, XXXVIII -1V, disposiciéon niam. 17 de la Infor-
macion legislativa), y no seri aplicable cuando actie la Comisién Liqui-
dadora de Entidades Aseguradoras.

15. AGENTES MEDIADORES. Aranceles de las Juntas Sindicales
de Colegios de Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de Comercio.

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 20 de septiembre
de 1985 (“B. O. E.” del 2 de octubre).

El Arancel aprobado sistematiza y actualiza el régimen de las dis-
tintas operaciones en que intervienen las Juntas Sindicales, distinguiendo:

1. Admisién a cotizacién o contratacién en Bolsa o Bolsin oficial.
Derechos por la permanencia en la cotizacion oficial.
Operaciones de suscripcién de emisiones de renta fija y variable.
Canjes y conversiones de titulos.

Derechos por liquidacién de operaciones sobre titulos-valores ad-

Al S
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mitidos a cotizacién oficial a través de los servicios de liquidacién y com-
pensaciéon burséitiles.

6. Derechos de expedicién de certificaciones.

7. Derechos por exclusién de valores del sistema de liquidacién o
compensacién de operaciones de Boisa.

En las operaciones de turno oficial se percibirdn los mismos derechos.
El Predmbulo de la Orden se refiere a una préxima reforma del Aran-
cel de Agentes y Corredores, en sustitucién del vigente de 1950.

16. ACTIVOS FINANCIEROS. Régimen fiscal.
Real Decreto 2.027/1985, de 23 de octubre (“B. O. E.” del 31).

Se desarrolla el régimen fiscal establecido por la Ley 14/1985, de 29
de mayo (resefiado en este “Anuario”, XXXVIII - III, disposicién ndm. 17
de la Informacién legislativa), cuyos preceptos se sistematizan y com-
pletan.

El Real Decreto distingue:

1) Rendimientos explicitos, es decir, los intereses o retribuciones
pactadas expresamente como contraprestacién a la utilizacién o capta-
ci6én de recursos ajenos. Quienes los satisfagan deberin retener e ingre-
sar a la Hacienda Pdblica el 18 por 100 de su importe.

Los rendimientos se integrarin en la base imponible de los Impues-
tos sobre la Renta de su perceptor y las retenciones tendrin la consi-
deracién de pagos a cuenta de los mismos.

2) Rendimientos implicitos, generados por diferencia entre el impor-
te satisfecho en la emisién, colocacién o endoso y el comprometido a reem-
bolsar al vencimiento.

Se consideran incluidos en este grupo los instrumentos de giro, in-
cluso los originados en operaciones comerciales, a partir del momento
en que se endose o transmita, salvo que el endoso o cesién se haga como
pago de un crédito de proveedores o suministradores. En este caso, ya
el primer endoso o cesiéon deberid hacerse a través de fedatario piublico
o Entidad financiera y, a su vencimiento, la presentacién al cobro debera
hacerse mediante fedatario o institucién financiera.

El emisor, la entidad financiera o el fedatario que intervengan habran
de practicar la retencién procedente (18 por 100 del rendimiento).

Para realizar la transmisién, reembolse o amortizaciéon de estos ac-
tivos, deberd acreditarse la previa adquisicién por suseripcién o a través
de entidad financiera o fedatario, mediante certificacién que retna los
requisitos que se establecen.

Los rendimientos se integrarin en las bases impositivas de los Im-
puestos sobre la Renta y las retenciones practicadas tendran la consi-
deracién de pagos a cuenta.

8) Régimen excepcional de los rendimientos implicitos sujetos a re-
tencién en la emisién. En estos casos los rendimientos sélo se integran
en la base del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas para de-
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terminar el tipo medio de gravamen, aunque si seridn integrados en la
base del Impuesto de Sociedades. Las retenciones, del 45 por 100, no
seran deducibles.

El Decreto desarrolla las obligaciones de informacién de las entida-
des y personas que intervienen en las operaciones financieras, distin-
guiendo:

a) Obligaciones de los retenedores, que se concretan en la declara-
cién e ingreso trimestral de las cantidades retenidas y la presentacién
de un resumen anual.

b) Informacién de transmisiones de valores, que deben suministrar
los fedatarios y entidades que intervengan en ellas, mediante una rela-
cién anual de compradores y vendedores.

¢) Colaboracion de las instituciones de crédito. Se desarrolla el
procedimiento a seguir para los requerimientos de informacién dirigidos
a lag Entidades bancarias o crediticias, previstos en el art. 111 de la Ley
General Tributaria.

Finalmente, ciertas operaciones y titulos, principalmente realizadas
por organismos piblicos y, destacadamente, los Pagarés del Tesoro estin
excluidos de retencién y de las obligaciones de informacién mencionadas.

Tal como se indicé respecto a la Ley de 29 de mayo de 1985, vuelve
a observarse la incidencia de las normas fiscales en el régimen de los
titulos-valores. Cuando éstos revisten la condicién de activos financieros,
su circulacién y amortizacién, sometidas a requisitos y formalidades es-
peciales, difieren de la que les corresponderia segtin su ley de emisi6n.
Se completa asi la alteracién del régimen juridico-privado de dichos ti-
tulos, iniciada por el Decreto de 19 de septiembre de 1936.

17. INSTITUCIONES DE INVERSION COLECTIVA. Se desarrollan
ciertos aspectos de su Reglamento.

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 15 de octubre de
1985 (“B. O. E.” del 2 de noviembre).

La presente Orden determina los limites que las distintas entidades
han de respetar en su actividad, dentro de las previsiones de la Ley 46/
1984, de 26 de diciembre y del Real Decreto 1.846/1985, de 17 de julio
(resefiados en este “Anuario”, XXXVIII-I y XXXVIII -1V, disposicio-
nes nim. 8 y 15, respectivamente, de sus Informaciones legislativas).

Concretamente, se establecen limites de composicién de las carteras,
criterios de valoracién, segiin las inversiones, cuantia minima de las par-
ticipaciones, dotacién de previsiones por insolvencia e inseripcién de
Auditores, de Sociedades Gestoras de Patrimonios y de Instituciones de
Inversién Colectiva en los Registros especiales.

18. INTERMEDIARIOS FINANCIEROS. Coeficiente de inversién.

Real Decreto 2.254/1985, de 20 de noviembre (“B. O. E.” del 3 de di-
ciembre).

Se desarrolla el titulo I de la Ley 13/1985, de 25 de mayo (resefiada
en este “Anuario”, XXXVIII -III, disposicién nim. 16 de la Informa-
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cién legislativa), determinindose los activos aptos para materializar el
coeficiente la inversién y el montante de éste, en sus distintos tramos.
El nuevo régimen entré en vigor el 1 de enero de 1986.

19. - LETRA DE CAMBIO. Utilizacién provisional de efectos tim-
brados.

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 16 de diciembre de
1985 (“B. 0. E.” del 21).

Se autoriza el empleo de los efectos timbrados actualmente en circu-
lacién para la extensién de letras de cambio a partir de 1 de enero de
1986, fecha de entrada en vigor de la Ley Cambiaria y del Cheque (re-
sefiada en este “Anuario”, XXXVIII - IV, disposicién ntm. 13 de la In-
formacién legislativa).

Las cliusulas especiales que permite utilizar la nueva Ley (prohibi-
ciéon de endoso, intereses, entrega al pagador, protesto) se harin constar
en el mismo efecto o en el suplemento que se habilite especialmente para
ello.

IV. DERECHO PROCESAL

20. JUSTICIA GRATUITA. Tramitacién de solicitudes de asistencia
juridica gratuita.

Instrumento de 14 de noviembre de 1985, de ratificacién del Acuerdo
Europeo de 27 de enero de 1977 (“B. 0. E.” del 21 de diciembre).

El Convenio trata de facilitar la tramitacién de las solicitudes de
asistencia juridica en materia civil, mercantil o administrativa, dirigidas
a Estados miembros del Consejo de Europa a través del Estado de la
residencia.

V. OTRAS DISPOSICIONES

21. IMPUESTO SOBRE EL VALOR ANADIDO. Reglamento.
Real Decreto 2.028/1985, de 30 de octubre (“B. O. E.” del 31).

Se desarrolla la regulacién del Impuesto, contenida en la Ley 30/
1985, de 2 de agosto (resefiada en este “Anuario”, XXXVIII-IV, dis-
posicién nim. 27 de la Informacién legislativa) en vigor desde 1 de enero
de 1986.

Merecen destacarse las regulaciones de los siguientes aspectos:

— Régimen de las deducciones.

— Devoluciones.

— Determinacién de los sectores incluidos en el régimen simplificado.

— Concepto de explotaciones agricolas, forestales, ganaderas o pes-
queras.

13
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— Supuestos de aplicacién del régimen especial para el comercio mi-
norista y del recargo de equivalencia.

— Obligaciones formales de los sujetos pasivos.

~— Régimen transitorio, referente a la deduccién de las cantidades sa-
tisfechas por razén de los impuestos sustituidos por el I.V.A.

22. TABACOS. Modificacién del régimen del Monopolio.
Ley 38/1985, de 22 de noviembre (“B. 0. E.” del 29).

Con el fin de adaptar el Monopolio de Tabacos a las exigencias del
Tratado constitutivo de la C.E.E. y de adecuar su régimen fiscal al nuevo
Impuesto sobre el Valor Afiadido, esta Ley establece las siguientes reglas:

1) Se suprime la Renta de Tabacos.

2) Se mantiene el Monopolio de fabricacién, importacién y distribu-
cién de tabacos no comunitarios. '

3) Se liberaliza la importacién y comercio mayorista del tabaco de
procedencia comunitaria y

4) Se mantiene el monopolio en la venta al por menor.

Las modificaciones en la actuacién de Tabacalera, S. A. que el nuevo
régimen supone, hacen que se establezcan normas especificas para faci-
litar la acomodacién de su estructura y organizacién a las nuevas ne-
cesidades.

Asf, se concede una amplia exencién tributaria a todas las operacio-
nes y transmisiones que se produzcan entre el Estado y Tabacalera, S. A.,
reduciéndose al 10 por 100 los honorarios de Notarios, Registradores o
Fedatarios mercantiles que intervengan en ellas.

Ademas, a efectos de acordar la modificacién de los Estatutos sociales
se excluye el quorum de accionistas que la Ley de Sociedades Anénimas
requiere para la segunda convocatoria de la Junta General.

Esta Ley entré en vigor el 1 de enero de 1986.

23. CODIGO PENAL MILITAR. Aprobacién.
Ley Orgénica 13/1985, de 9 de diciembre (“B. 0. E.” del 11).

En sustitucién de la parte penal del Cédigo de Justicia Militar, se
aprueba un nuevo texto, compuesto de 197 arts. que se distribuyen en
dos libros: Disposiciones generales y De los delitos en particular.

La responsabilidad civil subsidiaria del Estado se proclama de la si-
guiente forma: “El Estado es responsable civil subsidiarie por los delitos
que hubiesen cometido los militares en ocasion de ejecutar un acto de
servicio, apreciado como tal en la sentencia” (art. 48).

No se resuelven, por tanto, los problemas que entrafia este régimen
en relacion con el general de la responsabilidad patrimonial de la Admi-
nistracién del Estado.

Este nuevo Cédigo impone una reforma parcial del Cédigo Penal (de-
litos relativos a la defensa nacional) y del régimen de la objecién de con-
ciencia, que se realiza por la Ley Organica 14/1985, de la misma fecha.
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24. ADUANAS. Se aprueba una nueva estructura del Arancel.

El Arancel de Aduanas, que ha sido objeto desde 1971 de numerosas
modificaciones, se reestructura con vistas al ingreso en la C.E.E. También
se suprimen los derechos transitorios de exportacién.

El nuevo régimen entré en vigor el 1 de enero de 1986.

25. PETROLEOS. Modificacién del régimen del Monopolio.
Real Decreto-ley 5/1985, de 12 de diciembre (“B. 0. E.” del 13).

La entrada en la C.E.E. obliga a un reajuste del 4mbito del Monopo-
lio de Petréleos, aunque se mantenga su existencia.

Subsiste el monopolio, gestionado por CAMPSA, de la distribucién y
venta de gasolinas, gaséleos y gases licuados del petréleo producidos por
las refinerias espafiolas. Los productos originarios de la C.E.E. podran
ser distribuidos y comercializados libremente en las condiciones estable-
cidas por el Acta de Adhesién. También se mantiene el monopolio para
la importacién de productos petrohferos de procedencm exterior a la
C.E.E., salvo algunas excepciones.

El régimen de distribucién de los aceites y gases del petréleo de pro-
cedencia comunitaria se desarrollard reglamentariamente. )

Las concesiones de venta de productos monopolizados mantendrian su
eficacia, pudiendo el Estado adquirir las instalaciones en caso de renuncia
del concesionario.

Durante el periodo transitorio previsto en el Acta de Adhesién,
CAMPSA comercializard los contingentes procedentes de la Comunidad.

26. IMPUESTOS INDIRECTOS. Régimen en Canarias, Ceuta y Me-
lilla.

Real Decreto-Ley 6/1985, de 18 de diciembre (“B, Q. E.” del 23).

Canarias, Ceuta y Melilla, territorios excluidos de la aplicacién del
Impuesto sobre el Valor Afiadido, se declaran sujetos al Impuesto Ge-
neral sobre el Trafico de Empresas, al Impuesto sobre el lujo y a los
restantes conceptos tributarios que aquél ha sustituido en el resto del
pais. Se mantienen, no obstante, las normas que configuran el especial
régimen fiscal de estos territorios.

27. IMPUESTOS ESPECIALES. Ley reguladora.
Ley 45/1985, de 28 de diciembre (“B. 0. E.” del 24).

Se regulan nuevamente estas figuras impositivas adaptandolas al ré-
gimen exigido por la C.E.E. (se trata de las denominadas accisas).
Integran ahora esta categoria los Impuestos sobre:

— Alcohol y bebidas derivadas.
— Cerveza.

—- Hidrocarburos.

— Labores del tabaco.
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Queda derogada la prohibicién de uso de gaséleo B en embarcaciones
de recreo, previéndose un régimen de devolucién o compensacién aplica-
ble a los agricultores y pescadores. .

28. PRESUPUESTOS DEL ESTADO. Los aprueba para 1986.
Ley 46/1985, de 27 de diciembre (“B. O. E.” del 28).

Como viene siendo habitual, 1a Ley de Presupuestos no sélo aprueba
el plan financiero del Estado, sino que innova aspectos diversos del orde-
namiento. Las materias afectadas son:

1) Régimen de la Deuda Piiblica: Se prevé la posible emisién de
Deuda del Estado, ademds de la del Tesoro, por razones de politica mo-
netaria, asi como su representacién en titulos-valores u otro documento,
anotacion o cuenta. »

2) TImpuestos: Reciben prérroga ciertas normas de los Impuestos so-
bre la Renta que vienen acarreindose de Presupuestos anteriores, asf
como la actualizacién de los valores catastrales.

También se seguira aplicando el tipo del 6 por 100 en las transmisio-
nes de bienes inmuebles.

Para facilitar la entrada en vigor del I.V.A., se habilita un régimen
transitorio de consultas vinculantes durante los seis primeros meses del
afio. Estas consultas sélo podran formularse por organizaciones o enti-
dades econémicas o corporativas.

Debe recordarse que el régimen general de las consultas vinculantes
desaparecié con la reforma del art. 107 de la Ley General Tributaria
por la Ley 10/1985, de 26 de abril.

3) Contratos del Estado: Se retocan algunos limites cuantitativos de
su texto, facilitindose la tramitacién de los expedientes.

4) Departamentos ministeriales: El Presidente del Gobierno queda
autorizado, a partir de las préximas elecciones generales, para variar su
ndmero, organizacién y competencias. Tales alteraciones, segin la Ley
10/1983, de 16 de agosto, habian de hacerse por Ley.

5) Interés legal: Se establece en el 10,50 por 100 (disp. adic. 12.%).

6) Entidades aseguradoras: Se dictan normas que flexibilizan su
actuacion.

Las disposiciones adicionales de esta Ley, que ya llegan a 50, se han
convertido en el acomodo de cuantas reformas puntuales deben realizarse
en normas con rango de Ley, abarcando materias de gran disparidad.
Obviamente este proceder, facilitado por la tramitacién especial de l1a Ley
presupuestaria, carece de fundamento técnico y es una corruptela.

29. IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FISICAS.
Reforma parcial de su regulacion.

Ley 48/1985, de 27 de diciembre (“B. O. E.” del 30).
Practicamente todos los elementos del Impuesto resultan afectados

por esta reforma, sin duda la méis completa que ha sufrido la ley regula-
dora de 1978.
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Los principales puntos modificados son:

1) Régimen de transparencia fiscal: Se suprime la llamada trans-
parencia voluntaria.

2) Rendimientos netos: En general, respecto a cada una de las fuen-
tes de rentas sujetas al Impuesto, se limitan notablemente los concep-
tos de gasto a deducir. Ademds se suprime el régimen especial que se
dispensaba a las viviendas desocupadas. Se ha aprovechado para insertar
los principios de la Ley sobre régimen fiscal de algunos Activos Finan-
cieros (de 29 de mayo de 1985) en la tributacién de los rendimientos del
capital mobiliario. )

3) Incrementos y disminuciones de patrimonio: A este régimen se
refieren las principales modificaciones, pues, ademéds de una revision ge-
neral del art. 20 de la Ley, se determina la compensacién exclusiva de
las disminuciones patrimoniales con los incrementos; sin que sea posible
ya su compensacién con los distintos rendimientos netos sujetos.

Se excluye la tributacién de las plusvalias en caso de transmisiéon
“mortis causa” en favor de miembros de la misma unidad familiar que
el causante.

4) Tarifa del Impuesto: Es objeto de reduccién, sobre todo en sus
escalones inferiores, fijindose un tipo minimo del 8 por 100, lo cual re-
duce la tributacién de las plusvalias manifestadas con ocasién de trans-
misiones lucrativas.

5) Deducciones: Se actualizan las cantidades de las deducciones fijas
y se integran en la Ley los regimenes especiales introducidos por el Real
Decreto-ley de politica econémica, de 30 de abril de 1985, y por la Ley
del Patrimonio Histérico Espafiol, de 25 de junio de 1985. Pero la novedad
principal es la deduccién aplicable a las unidades familiares con mas de
un preceptor de rendimientos del trabajo personal dependiente; con ella
se atentia el efecto de la tarifa progresiva en caso de que trabajen varios
miembros de la familia.

6) Correccién monetaria de variaciones patrimoniales: Los indices y
procedimiento aplicables son equivalentes a los de afios anteriores.

Ademais, la Ley introduce dos retoques en la Ley del Impuesto sobre
Sociedades, con el fin de acomodarla a la de Renta en relacién con las
valoraciones de elementos patrimoniales y régimen de transparencia.

La disposicién adicional retoca también la Ley reguladora del Im-
puesto sobre el Valor Afiadido.

La entrada en vigor de las nuevas normas tiene ciertos problemas:

1) La nueva tarifa y la deduccién por trabajo de varios familiares
se aplicaran con efectos 1 de enero de 1985, dado que benefician a los
contribuyentes.

2) El nuevo régimen de los incrementos y disminuciones de patri-
monio se aplicari desde el 2 de octubre de 1985, fecha de publicacién
del Proyecto de Ley en el “Boletin Oficial del Congreso”; lo cual supone
una eficacia retroactiva de dudosa constitucionalidad (art. 9, p. 3 de la
Constitucién).
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3) Las restantes normas se aplicarin a los ejercicios que se inicien
desde el 1 de enero de 1986.

30. PAIS VASCO. Adaptacién del Concierto econémico.
Ley 49/1985, de 27 de diciembre (“B. O. E.” del 30).

El establecimiento del Impuesto sobre el Valor Afiadido afecta nota-
blemente a las bases del Concierto econémico de 13 de mayo de 1981,
por lo que resulta obligada su adaptacién. Esta se realiza incluyendo
dicho Impuesto en el Concierto, con determinacién de los puntos de co-
nexion y su régimen de gestioén.

También es objeto de ajuste el mecanismo para la determinacién del
Cupo a satisfacer por la Comunidad Auténoma,

31. DEBERES TRIBUTARIOS. Se regula la expedicion de facturas
por empresarios y profesionales.

Real Decreto 2.402/1985, de 18 de diciembre (“B. 0. E.” del 30).

Los empresarios y profesionales quedan obligados a expedir y entre-
gar facturas de cuantas operaciones realicen y a conservar su copia o
matriz, incluso en los casos de autoconsumo.

Sélo se exceptian de esta obligacién los signientes casos:

1) Sujetos pasivos del 1.V.A. sometidos al recargo de equivalencia.

2) Operaciones exentas del I.V.A.

3) Utilizacién de autopistas de peaje, y

4) Casos autorizados por el Centro de Gestién y Cooperacién Tri-
butaria.

El Decreto precisa los requisitos que deben reunir las facturas, segin
las operaciones que contengan, su cuantia y los destinatarios.

Las controversias que se susciten en relacién con las facturas, cuan-
do se funden en hechos o cuestiones de derecho de naturaleza tributaria,
se ventilarin a través de reclamaciones econémico-administrativas, con
lo que se amplia, aiin més, este campo de la actividad arbitral de la Ad-
ministracién.

La obligacién de conservar las copias o matrices de las facturas ex-
pedidas se extiende durante el tiempo de prescripcién.

El presente Real Decreto entré en vigor el dia 1 de enero de 1985.



